P R O Y E C T O   D E   L E Y

El Senado y Cámara de Diputados de la provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

L   E   Y

ARTICULO 1. En cada Departamento Judicial se creará una Secretaría de Gestión Administrativa, dependiente de la Suprema Corte de Justicia, que tendrá a su cargo las funciones que se detallan a continuación:

1. Recepcionar y distribuir las causas entre los jueces penales.

2. Administrar el calendario y las salas de audiencia.

3. Coordinar las notificaciones a las partes involucradas en las audiencias.

4. Organizar las presencia de detenidos, testigos, peritos y víctimas.

5. Atender y orientar al público que asista a las audiencias.

Estas funciones se realizarán indefectiblemente con la asistencia de las dependencias del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa.

Para el cumplimiento de las funciones enumeradas en el presente artículo, la Suprema Corte de Justicia determinará los perfiles profesionales, designará a los funcionarios y empleados, diseñará la estructura interna de la citada Secretaría, la que podrá instalarse en más de una sede. A tales efectos podrá redistribuir empleados y funcionarios de los Juzgados, Tribunales y Cámaras del fuero, considerando en todo caso el incremento de la carga laboral de cada uno de los órganos afectados.

 ARTICULO 2. Las Secretarías de Gestión Administrativa fijarán anualmente el calendario de audiencias de modo tal que el 75% de la totalidad de días hábiles del año sea ocupado por cada Juez en la realización de audiencias, procurando la utilización de salas en horario comprendido entre las 8 horas y las 19 horas de cada día.

El calendario de audiencias será de cumplimiento obligatorio para los órganos jurisdiccionales y del Ministerio Público.

Las Secretarías de Gestión Administrativa deberán elevar mensualmente a la Suprema Corte de Justicia informe de las audiencias designadas y realizadas por cada uno de los Jueces y Tribunales.

 ARTICULO 3. La Suprema Corte de Justicia, con la Procuración General, dispondrá la implementación, en sucesivas etapas, de un sistema informático integral, que permita la concreción efectiva de las actividades derivadas de las funciones de la Secretaría de Gestión Administrativa y la gestión de las actividades del fuero penal.

Asimismo, deberán adecuar los horarios de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior, salvo que por razones funcionales deban permanecer un tiempo mayor.
ARTICULO 4. Comuníquese al Poder Ejecutivo.

F U N D A M E N T O S
    El vigente digesto procesal -Ley 11.922 y modificatorias- establece la oralidad como principio rector de la sustanciación de los actos procesales en la etapa de juicio del proceso penal, que son realizados con la intervención de los señores jueces de los juzgados en lo correccional y de los tribunales en lo criminal, conjuntamente con los magistrados y funcionarios del ministerio público fiscal y de la defensa.

    Por ello resulta indispensable la administración de un calendario o agenda que coordine la actuación de los órganos jurisdiccionales y de los miembros del ministerio público, a fin de establecer las audiencias en que se llevarán a cabo los actos que permiten transitar una causa hasta su finalización, evitando superposiciones en la programación de la actividad de los distintos operadores del sistema penal.

    Ese calendario de audiencias, actualmente, se gestiona en los términos del Acuerdo 2840 de la Suprema Corte de Justicia de esta Provincia de Buenos Aires -con las modificaciones parciales introducidas por el Acuerdo 3113 del mismo órgano-, cuyo inc. 4to. del art. 1ro. establece que competen a las Cámaras de Apelación y Garantías administrar el calendario de audiencias en coordinación con las agendas de los Magistrados y funcionarios del Ministerio Público que intervengan en ellas, a efectos de evitar superposiciones, en aquellos Departamentos en los que los Jueces y Funcionarios del Ministerio Público lo requieran, o cuando la Cámara considere que es necesaria su intervención para una mejor administración de justicia.

    De tal normativa, en primer lugar, puede colegirse la disparidad de tratamiento en la materia en función de lo que decida cada Cámara en el Departamento Judicial a que corresponda.

    Así, en la práctica, en algunos departamentos judiciales -como en el de Bahía Blanca- son los propios órganos jurisdiccionales de juicio quienes, a través de sus funcionarios, de manera autónoma e individual establecen -mediante anotaciones manuscritas en libros o en un conjunto de hojas móviles que hacen les veces de calendario- los días que reservan para la realización de las audiencias, sin una gestión unívoca del instrumento en cuestión, con ausencia de criterios estándar de altas y bajas en la reserva de los días de audiencia, que convierte, a un elemento destinado a facilitar el aprovechamiento de los recursos humanos y de infraestructura, en un farragoso estampado de tintas y cursivas sin criterio ni unidad que, ineficiente a los fines de su creación, conspira contra una mejor administración de justicia, y obstaculiza el desarrollo de los distintos procesos penales con grave perjuicio para las partes.

   Tal circunstancia se erige en barrera al derecho de las partes a que los procesos sean fallados en tiempo razonable, como derivación de la garantía de defensa en juicio consagrada en el art. 18 de la Const. Nacional, principio expresamente previsto en el 2do. párrafo del art. 15 de nuestra Constitución Provincial, en el art. 2 de la Ley 11.922, así  como en innumerables Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, entre los que pueden citarse -con jerarquía constitucional en función del inc. 22 del art. 75 de la CN- el art. 6.1 de la Declaración Universal de Derechos del Hombre, art. 14.3 inc. c) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y el art. 8.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos -Pacto de San José de Costa Rica-.-

    Que la problemática indicada, en relación con la garantía de sustanciación del proceso en plazo razonable, ha resultado preocupación de los distintos Poderes del Estado Provincial, de lo que da cuenta -por ser de público y notorio conocimiento- los distintos proyectos legislativos propiciados por el Poder Ejecutivo provincial, aquellos surgidos del seno de ambas Cámaras de la Legislatura, así como los diversos Acuerdos de la Suprema Corte de Justicia de la Provincia o Instrucciones emanadas de la Procuración General de la misma.-

    A ello, debe decirse que la manipulación anárquica y descontrolada de la agenda de audiencias, no ya en la anotación o reserva de días, sino también en la baja o borrado en tiempo útil de las audiencias que no se efectuarán, sumado a una inadecuada, ineficiente e irracional administración del tiempo de los distintos operadores del sistema penal hacen, en la práctica, de la agenda de audiencias de los tribunales de justicia del fuero penal, un instrumento de una realidad virtual que lejos está de representar la efectiva -y posible- labor de los Órganos Jurisdiccionales y del Ministerio Público Fiscal y de la Defensa, quedando exclusivamente la eficacia de la gestión, en la capacidad y motivación de quien dirige el órgano judicial, sin garantizarse un mínimo de productividad.

   Prueba de ello resultan las estadísticas confeccionadas por la Suprema Corte en torno a la cantidad de juicios realizados por los tribunales en lo criminal de toda la provincia, respecto a un muestreo realizado durante el período febrero-septiembre de 2006 en el cual, con mayor rendimiento, aparecen los Tribunales en lo Criminal N°2 de Azul, N°3 de La Matanza y N°4 de Morón, con 54, 53 y 75 debates orales respectivamente y durante dicho período; mientras que, con la mas baja productividad, aparecen el Tribunal en lo Criminal N°4 de La Plata, N°7 de San Isidro y N°2 de Zárate-Campana con 7, 6 y 8 debates orales en idéntico período.

    Es por ello que resulta imperioso introducir legislativamente cambios que impongan un aprovechamiento razonable del tiempo disponible de los operadores del fuero penal que, si bien siempre resulta escaso, corresponde optimizar.
    A tal fin deviene necesario la creación de una Secretaría de Gestión Administrativa, dependiente de la Suprema Corte de Justicia, que se ocupe de la problemática con criterio único y permita descomprimir a los órganos jurisdiccionales de tareas de carácter meramente administrativo y de organización, permitiendo que los mismos se avoquen exclusivamente a la tarea de juzgar las causas que lleguen a su conocimiento, sin dilaciones indebidas, hecho que redundará en un mas eficiente ejercicio de la administración de justicia, posibilitando el cumplimiento de las garantías y derechos de los justiciables.
    Para hacer efectivos los objetivos propuestos, el organismo que se crea tendrá las funciones de recepcionar las causas a fin de distribuir, de manera equitativa y con criterio objetivo, el trabajo entre los distintos organismos de juicio, además de administrar el calendario y las salas de audiencias, coordinar las notificaciones de las partes involucradas y asegurar la presencia de detenidos, testigos y demás interesados en las mismas, así como de organizar y atender al público asistente, relevando de tales tareas a los organismos jurisdiccionales que podrán avocarse, pura y exclusivamente, a decidir las cuestiones que correspondan a su jurisdicción, sin distracciones de tiempo en tareas administrativas.

    Asimismo, poseerá la obligación de confeccionar estadísticas que faciliten el análisis de la gestión de los órganos de enjuiciamiento y, por consecuencia, la eficacia de la presente ley en el alcance de los objetivos citados.
   Por los fundamentos expuestos, solicito a los señores legisladores, me acompañen en la aprobación del presente Proyecto de Ley.
